
BOE núm. 280 Jueves 22 noviembre 2007 47885

dejara al margen la valoración que del poder sustituido expresa el Cónsul 
autorizante de la reseñada escritura de apoderamiento, y conforme al 
artículo 10.11 del Código Civil es aplicable el artículo 1713 de dicho 
cuerpo legal (que exige mandato expreso para realizar cualquier acto de 
riguroso dominio y, ha de ser de interpretación restrictiva según reiterada 
doctrina jurisprudencial) lo cierto es que de una interpretación no sólo 
literal sino también lógica, finalista y atendiendo al contexto del docu-
mento así como a la realidad del tráfico jurídico en los Estados Unidos, 
nada autoriza a interpretar que se faculte únicamente al apoderado para 
realizar lo que en nuestro Derecho se entiende como transacción jurídica 
(cfr. artículos 1809 y siguientes del Código Civil) sino que más bien debe 
interpretarse como realización de cualquier acto de disposición o de rigu-
roso dominio sobre los bienes y derechos del poderdante. Por todo ello, 
no puede confirmarse la calificación en este extremo.

4. En cuanto al tercer defecto referido, actuando como se ha dicho 
un representante con poder de los cinco interesados en la herencia confe-
rido por uno de ellos por sí y en representación del resto se plantea la 
posible autocontratación o conflicto de intereses dado que esta posibili-
dad no está expresamente salvada.

La doctrina de la autocontratación ha sido expresada por esta Dirección 
General (Resoluciones de 1 de febrero de 1980, 20 de septiembre de 1989, 
29 de abril de 1993, 21 de mayo de 1993, 11 de diciembre de 1997 ó 17 de 
noviembre de 2000) sobre la base de preceptos como los artícu los 163, 221, 
1495 del Código Civil ó 267 del Código de Comercio. Ahora bien, dicha 
doctrina tiene una consideración específica, tratándose de operaciones 
particionales o divisorias de la herencia; de forma que se ha interpretado 
que aun representando la misma persona los intereses de varios herederos 
no hay conflicto de intereses cuando el representante adjudica las fincas 
cuya titularidad resulta del Registro conforme al título sucesorio a los dis-
tintos herederos (así Resoluciones de 27 de enero de 1987, 10 de enero de 
1994 y 6 de febrero de 1998), frente a casos en que no se daban tales presu-
puestos, y en los que sí se considera la existencia de conflicto de intereses 
(así Resoluciones de 14 de marzo de 1991, 3 de abril de 1995, 11 de mayo de 
1998, 15 de febrero de 2002, 15 de mayo de 2005, 6 de noviembre de 2002). 
En el presente supuesto el representante adjudica la finca por iguales par-
tes a cuatro de los cinco interesados en la herencia, dejando a uno de ellos 
fuera de la partición sin que aparezca justificada tal actuación con lo que ha 
de confirmarse la existencia de un posible conflicto de intereses. Por ello, 
procede desestimar el recurso también en este punto.

5. El cuarto defecto plantea la cuestión de si el documento aportado 
para justificar los derechos del cónyuge viudo en la herencia del causante 
(carta-informe de 2 de febrero de 2000) cumple o no con los requisitos del 
artículo 36.2 del Reglamento Hipotecario, tratándose de un documento 
firmado por abogado estadounidense y en el que el Notario legitima la 
firma. La acreditación del derecho extranjero está prevista en sede proce-
sal como una obligación de las partes en relación con la actividad de Tribu-
nales y autoridades (artículo 12.6 del Código Civil en el momento del 
recurso, planteamiento hoy repetido aunque con matices en el artículo 281 
de la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil), sin perjuicio de la formativa 
específica prevista en la legislación notarial y registral que se refiere en 
los artículos 36 del Reglamento Hipotecario y 168 del Reglamento Nota-
rial a los modos de acreditación de capacidad y forma según el derecho 
extranjero, formativa que como dice la Resolución de 1 de marzo de 2005 
en relación con el artículo 36 del Reglamento Hipotecario, es también 
extensible a la validez del acto realizado según la ley aplicable. Se trata 
pues de determinar si la carta-informe indicada cumple con los requisitos 
previstos para justificar el derecho extranjero aplicable al supuesto y de 
la lectura de los preceptos citados y de la repetida carta-informe resulta 
que no es así pues el documento, sin perjuicio de que contenga la legitima-
ción notarial de firma por un Notario, debidamente apostillada, es un 
informe que aparece como emanado de un profesional, sin que se justifi-
que el carácter de funcionario del mismo. Procede por ello desestimar el 
recurso también en este punto.

6. La última cuestión a considerar en el presente recurso se refiere a 
la intervención del Albacea y a la posibilidad de que su actuación conva-
lide o no lo realizado.

Como resulta de lo ya señalado en relación con el primer defecto, no 
habiéndose acreditado cual es la ley sucesoria aplicable no procede valo-
rar la intervención del albacea, cuya actuación en sede de participación se 
sujeta en principio al régimen previsto en la indicada ley.

Es cierto que pudiera plantearse la aplicación de la ley española a 
determinados aspecto del albacea contador partidor previsto en el testa-
mento español como es el presente caso, bien por considerar que la forma 
testamentaria de su designación tiene incidencia en la ley aplicable o bien 
si se le considera como un representante especial del causante. Quizá por 
ello el Registrador se refiere a un plazo de caducidad que es el previsto en 
la legislación interna española (artículo 904 del Código Civil), pero hay que 
señalar que en este supuesto el Registro no puede entrar a valorar la cadu-
cidad dado que como ya señaló la Resolución de 11 de octubre de 1982 no 
consta la fecha inicial del cómputo. No obstante según lo ya indicado y a 
salvo esta referencia procede confirmar el defecto también en este punto.

Esta Dirección General ha acordado confirmar el auto apelado, con la 
salvedad expresada en el Fundamento de Derecho 3.º de esta resolución 
respecto de la suficiencia de la representación alegada.

Madrid, 22 de octubre de 2007.–La Directora General de los Registros 
y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 20055 RESOLUCIÓN de 12 de noviembre de 2007, de la Direc-
ción General de Relaciones con la Administración de 
Justicia, por la que se emplaza a los interesados en el 
recurso n.º 784/2007, en relación con las pruebas selecti-
vas para ingreso en el Cuerpo de Oficiales de la Adminis-
tración de Justicia, convocadas por Orden de 30 de agosto 
de 1991.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo número 8 del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid, D.ª Victoria Pérez-Mulet Diez Picado, en 
nombre y representación de D.ª M.ª Purificación Gálvez Tamayo, ha inter-
puesto el recurso número 784/07-07, sobre pruebas selectivas para 
ingreso en el Cuerpo de Oficiales de la Administración de Justicia, turno 
libre, convocadas por Orden de 30 de agosto de 1991 (BOE de 2 de sep-
tiembre).

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los 
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
49 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
de 13 de julio de 1998, para que puedan comparecer ante la referida Sala 
en el plazo de nueve días.

Madrid, 12 de noviembre de 2007.–El Director General de Relaciones 
con la Administración de Justicia, Ángel Arozamena Laso. 

MINISTERIO DE DEFENSA
 20056 RESOLUCIÓN 133/2007, de 14 de noviembre, de la Sub-

secretaría, por la que se publica el Convenio de colabora-
ción entre el Ministerio de Defensa y la Consejería de 
Educación de la Junta de Andalucía para la realización 
de acciones conjuntas en materia educativa para poten-
ciar el desarrollo, la integración y la promoción sociola-
boral de la tropa profesional en Andalucía.

Suscrito el 15 de octubre de 2007 un Convenio de colaboración entre 
el Ministerio de Defensa y la Consejería de Educación de la Junta de 
Andalucía para la realización de acciones conjuntas en materia educa-
tiva para potenciar el desarrollo, la integración y la promoción sociola-
boral de la tropa profesional en Andalucía, en cumplimiento de lo dis-
puesto en el artículo 8.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, procede la publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» de dicho Convenio, que figura como anexo de esta resolución.

Madrid, 14 de noviembre de 2007.–La Subsecretaria de Defensa, M.ª 
Victoria San José Villacé.

ANEXO

Convenio de colaboración entre el Ministerio de Defensa y la 
Consejería de Educación de la Junta de Andalucía para la reali-
zación de acciones conjuntas en materia educativa para poten-
ciar el desarrollo, la integración y la promoción sociolaboral de 

la Tropa Profesional en Andalucía.

En Sevilla, a 15 de octubre de dos mil siete.

REUNIDOS

De una parte: El Excmo. Sr. don José Antonio Alonso Suárez, Minis-
tro del Departamento de Defensa, nombrado por Real Decreto 462/2006, 
de 10 de abril y en representación del mismo, y por delegación de firma 
conferida expresamente para este acto, la Ilma. Sra. D.ª M.ª Victoria San 
José Villacé, Subsecretaria de Defensa, nombrada por Real Decreto 514/2007, 
de 20 de abril.


